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I. UNA NECESARIA APROXIMACIÓN…. 

La sociedad que se desarrolla en este siglo está inexorablemente marcada por el riesgo constante en 

todas las esferas de la vida social, lo que es consecuencia directa de las formas de producción, difusión, 

transmisión y aplicación del conocimiento científico tecnológico. Este se torna realmente incontrolable 

en muchas esferas de aplicación dado que las causas y efectos que producen no son lineales, sino 

profundamente complejas.  

Siendo la más interesante y atractiva, del actual escenario sociológico internacional, en varios aspectos, 

la teoría de la sociedad de riesgos se nos presenta como un paradigma contemporáneo inacabado por la 

indudable dinámica que hoy marca esa sociedad que cada día se mueve bajo los pares desarrollo-

vulnerabilidad, progreso-inseguridad.  

En la actualidad, parafraseando a NIKLAS LUHMANN, el problema del riesgo ha sido descubierto también 

por las ciencias sociales, pero, para advertirlo de algún modo no en el jardín propio, sino porque el 

jardín no se había cuidado y regado suficientemente.  



Esta perspectiva marcó una notable diferencia entre la sociedad tradicional y la de riesgos, que 

determinó la evolución y desarrollo del hombre moderno –primero-, y posmoderno en toda su 

extensión. 

PABLO GUADARRAMA
1
, icono del pensamiento filosófico cubano contemporáneo certeramente nos 

manifiesta que ser moderno siempre ha exigido una actitud renovadora ante lo establecido y 

comúnmente aceptado como normal o adecuado. Una actitud moderna es cuestionadora de lo existente 

por considerar que no ha cumplido con las exigencias de los tiempos nuevos. La postmodernidad es la 

insatisfacción con la satisfacción de la modernidad. 

La modernidad es una conquista del hombre sobre sí mismo, sobre sus defectos e insuficiencias. Es una 

victoria del logos sobre el ego. La postmodernidad parece ser el triunfo del ego sobre el logos. Pero no 

de un ego simplemente individual, sino del ego de élites de consumo e intelectuales sobre las masas 

periféricas. 

El espíritu de la modernidad se embriagaba en la conformación de una cultura superior para que el 

hombre se sintiera también superior y lograse mayores niveles de identidad. El espíritu postmoderno 

pone en peligro la identidad cultural de los pueblos, porque pretende homogenizar a través de los mass 

media la vida de los más recónditos rincones del orbe imponiendo los valores sin frenos de las 

sociedades primermundistas. 

Estas premisas, que sitúan los senderos por los que transita la relación postmodernidad-sociedad de 

riesgos, marcan hoy el debate acerca de una crisis que ha incidido en el proceso de difuminación de las 

fronteras (reales y simbólicas) que mantenían las dicotomías propias de la modernidad
2
: 

Estado/Sociedad civil, Público/privado, formal/informal, entre otras categorías. A lo que se suma, en la 

misma medida, los problemas globales que afectan los intereses de toda la comunidad mundial, que 

amenazan el futuro de la humanidad, y que atentan con las posibilidades de desarrollo de la civilización, 

a tenor: la gran desproporción en los niveles de desarrollo social y económico entre las distintas partes 

del planeta, las amenazas a la seguridad y la paz internacionales, la problemática ecológica, el 

apresurado aumento demográfico de la población mundial vinculado al insuficiente ritmo de crecimiento 

de la producción de alimentos, el agotamiento de los recursos naturales no renovables, en especial de los 

energéticos.  

Esta desarrollada pero complicada sociedad, coincidiendo con FERRANDO MANTOVANI,
3
 por su 

dinamismo, por la multiplicidad y complejidad de  los problemas  que surgen a cada momento, el 

estatalismo, multiplicador de leyes e intervencionista, ya por autoritario ya por paternalista, en los 

detalles de la vida y el trabajo de la gente hacen que el Derecho Penal haya abandonado el ideal 

iluminista de las “leyes pocas, sencillas, claras, estables” por la realidad de las “leyes muchas, 

complejas, confusas e inestables”, así como de las leyes vacías, simbólicas, mágicas destinadas tan solo 

a poner en escena la diligencia en la lucha contra ciertas formas de criminalidad; de las leyes 

“hermafroditas” como forma de ley pero sustancia de acto administrativo, de las leyes “burocráticas” 
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meramente sancionadoras de genéricos preceptos extra-penales, de la inflación legislativa; de la crisis 

del Principio de Legalidad – Certeza  y Taxatividad Jurídicas. 

Esta inflación legislativa -que desborda el sistema jurídico contemporáneo-,reafirma una vez más la 

necesidad de utilizar en los cuerpos penales las normas penales en blanco, que se conceptualizan como 

normas necesitadas de complemento, porque su supuesto de hecho aparece formulado de un modo 

incompleto y su complemento ha de buscarse en otras disposiciones del ordenamiento jurídico, que 

puede ser la norma constitucional, normas jurídicas del mismo rango que la ley penal o de inferior 

jerarquía, con las que se integrará la norma para obtener una formulación acabada de su significado. 

Esta técnica de redacción de preceptos penales, cada día con mayor presencia en los códigos penales, es 

una técnica  perfectamente admisible  siempre que sean observables las reglas generales en materia de 

norma penal en blanco, esto es, que se trate de un mero complemento técnico y ejecutivo de la ley penal 

(Tesis de la Admisibilidad); aunque por un lado se pueda rozar el principio de legalidad, por otro las 

normas penales en blanco son convenientes, sobre todo en hipótesis como las que plantea el medio 

ambiente, el orden económico, la propiedad intelectual, el sector informático, en los que existen 

innumerables opciones legales, imposibles de detallar en el texto codificado (Tesis de Conveniencia). 

Se apunta con relativa frecuencia que determinadas ramas del ordenamiento jurídico, siguiendo el 

criterio de MUÑOZ CONDE
4
, por su naturaleza, presentan finalidades y alcances diferentes a los de la ley 

penal. La actividad legislativa en estos sectores es incesante, por lo que precisan de un marco típico 

flexible, que permita adaptarse a los constantes casos que han de ser previstos; un marco, a juicio de 

DOVAL PAÍS
5
, que posibilite aludir a todos ellos eludiendo, sin embargo, cualquier referencia concreta a 

ninguno. Este marco lo proporcionan las normas penales en blanco, mediante la inclusión de remisiones 

en sus enunciados, adoptando así la estructura flexible que dichas materias requieren. 

Estas materias por su dinamismo y sus cambios constantes, aluden a bienes jurídicos, cuya indemnidad 

se hace depender del mantenimiento de una serie de condiciones establecidas en términos de “no 

infracción” de otras normas, aunque no toda vulneración acarrea un ilícito penal. Estos bienes jurídicos, 

denominados colectivos, universales, de titularidad difusa o de amplio espectro
6
, se caracterizan por su 

“no exclusión en el uso” y por su “no rivalidad en el consumo”, son real y jurídicamente imposibles de 

dividir en partes y asignar una porción de éste a un individuo
7
. Es por ello que el ordenamiento jurídico 

penal requiere, en su regulación, un mecanismo capaz de actualizarlo constantemente ante las nuevas 

situaciones fácticas y normativas. 

La vinculación entre el ordenamiento penal con las disposiciones extrapenales, en primer lugar, al tener 

los bienes jurídicos un carácter normativizado, por estar su contenido determinado por referencias a 

normas, hace que las conductas que atentan contra ellos hayan de ser puestas en relación con las normas 

que establecen sus contenidos y que vienen a configurar unas determinadas condiciones para su 
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existencia, lo que hace que los delitos se correspondan con acometidas a dichas condiciones. Se castiga, 

por tanto, la inobservancia de normas organizativas
8
, lo que explica la necesidad del recurso a la 

remisión normativa, como parte de la flexibilidad de la norma penal en la regulación de las conductas 

que atentan contra bienes jurídicos de esta clase
9
. 

En segundo lugar, en cuanto a las conductas, coincido con DOVAL PAÍS, que el dinamismo de los 

ámbitos de actividad a los que pertenecen, hace aparecer constantemente nuevos supuestos que no hay 

razón para excluir del ámbito de protección de la ley penal, al mismo tiempo que su inclusión expresa y 

detallada en la misma obligaría a practicar sucesivas reformas para conservar su actualidad y 

aplicabilidad
10

. 

Lo anterior es lo que me conlleva a reafirmar que las normas penales en blanco, son instrumentos 

necesarios para la integración del Derecho penal en los modelos institucionales de organización y 

control de determinados sectores complejos de actividad
11

 en la sociedad, permitiendo además distanciar 

la ley penal de las circunstancias que podrían alterarla con facilidad, conservándose sensible a los 

cambios a través del hilo conductor que la mantiene unida a los sectores que los recogen, dotándola así 

de actualidad, permanencia y estabilidad
12

. 

Lo anterior nos confirma que es con la norma penal en blanco donde más se ha dado a conocer, en los 

predios jurídicos penales, las remisiones normativas, toda vez que el enunciado de la norma penal 

aparece de forma simplificada, eludiendo la expresión detallada de las particulares versiones que puede 

adoptar la conducta, pero aludiendo a ellas mediante el reenvío a otras normas dónde aquellas 

encuentran su plasmación.  

El fenómeno de las remisiones adopta muy variadas formas
13

, y no todas presentan los mismos 

problemas desde el prisma de la legalidad penal; es por ello, que analizaremos las que permiten dotar a 

la ley penal, de las características de flexibilidad que precisa, para la regulación de materias vinculadas a 

otros sectores del ordenamiento jurídico, para su posterior valoración en el fenómeno de la sucesión de 

leyes. 

La remisión relativa al supuesto de hecho es la especie que se aviene con la norma penal en blanco, en 

correspondencia con su conceptualización, ya que solo con esta modalidad es que cumplen con la 

función asignada. Siendo aquí de importancia el debate acerca del carácter completo o incompleto, de la 

composición de las normas penales en blanco, por la trascendencia a circunstancias que pueden afectar a 

un elemento que pertenezca a la norma de remisión, como a los cambios normativos que pueda 

experimentar ésta última, con respecto a la retroactividad o irretroactividad. 

                                                 
8
MOCCIA, Sergio; De la tutela de bienes a la tutela de funciones: entre ilusiones postmodernas y reflujos liberales; op. cit.; p. 

115. 
9
IBIDEM; pp. 115-116. 

10
DOVAL PAÍS, Antonio; Posibilidades y límites para la formulación de las normas penales. El caso de las leyes en blanco; 

op.cit.; pp. 111-112. ALARCÓN BORGES, Ramón Yordanis; Instituciones semipermeables de una porfía entre un Derecho 

penal racional y un Derecho penal de la necesidad; op.cit.; p. 14. 
11

QUINTERO OLIVARES, G.; MORALES PRATS, F.; PRATS CANUT, J. M.; Curso de Derecho Penal. Parte general, op.cit.; p. 25. 
12

DOVAL PAÍS, Antonio; Posibilidades y límites para la formulación de las normas penales. El caso de las leyes en blanco; 

op.cit.; pp. 112-113. 
13

CARBONELL, Miguel; PEDROZA DE LA LLAVE, Susana T.; Elementos de Técnica Legislativa;op.cit.; pp. 215-216. DOVAL 

PAÍS, Antonio; Posibilidades y límites para la formulación de las normas penales. El caso de las leyes en blanco;op.cit.; pp. 

79-93. 



Es dable observar que desde el punto de vista estructural (entendida como estructura formal bimembre) 

la norma penal en blanco, es completa, toda vez que por muy breve que sea su referencia, existe un 

supuesto de hecho y en correspondencia, una consecuencia jurídica. Y desde la concepción de norma 

penal en blanco, como norma ya integrada por su complemento, es también una norma completa, lo que 

se avala siguiendo los fundamentos de ANTOLISEI
14

, cuando expone que en las “leyes penales en blanco 

no falta el precepto, que existe, pero se presenta de una forma sui generis, pues como observa LEONE, 

carece de concreción y de actualidad. No se trata de una sanción conminada para la inobservancia de 

un precepto futuro, sino de un precepto general que debe concertarse con un elemento futuro, el cual, 

sin embargo, debe preceder siempre al hecho que constituye delito”
15

. 

No es igual su carácter desde el punto de vista de su contenido, donde sí la norma penal resulta 

incompleta, ya que en ella no se han manifestado o descrito de forma completa los supuestos a los que 

es aplicable. Siendo éste el fundamento que han expuesto otros autores para afirmar el carácter 

incompleto de las normas penales en blanco
16

. 

El segundo tipo de remisión es la remisión externa, que su base conceptual se encuentra en el hecho de 

que el objeto de la remisión que ha de contemplar la norma penal puede hallarse en una norma 

perteneciente a otro sector del ordenamiento, o incluso, en otra ley penal distinta
17

. Siendo en este caso, 

a juicio de DOVAL PAÍS
18

, dos los complementos: los primeros procedentes de leyes y reglamentos, y el 

segundo, siguiendo a TIEDEMANN, provenientes de actos de la Administración (autorizaciones 

singulares)
19

. 

En el primer caso, cabe señalar varias formas particulares que ésta puede revestir: 

a) El envío puede ser realizado desde la ley penal a toda la legislación (en su sentido comprensivo de 

leyes y reglamentos) de un determinado sector, que normalmente viene delimitado por la materia a que 

se refiere, de una forma expresa o no, la norma penal
20

. 
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b) La referencia contenida en la norma penal alude a leyes/reglamentos, dado que el objeto a 

completar se halla regulado, o podría hallarse en el futuro, en disposiciones de cualquiera de estos 

rangos
21

.  

c) Por último, hay ocasiones en que la propia índole de la materia regulada limita la clase de fuente 

de complemento, exigiendo que se trate, con independencia de la concreta expresión empleada, de una 

norma de determinada clase o rango
22

. 

A lo que yo agregaría una cuarta forma: 

d) Referencia a la leyes internacionales y la costumbre, dado que el complemento de las normas 

penales en blanco lo determinan estas
23

. 

El tercer tipo de remisión hace referencia a la permanencia o estabilidad de la disposición a la que se 

envía, y en tal sentido las remisiones pueden ser estáticas
24

 y dinámicas. 

Estas últimas se caracterizan porque el sentido de la norma de remisión depende, en cada momento, del 

que posea la disposición a la que se remite, sin que se acoja en concreto el contenido que ésta posee en 

un instante dado. Lo anterior determina que cualquier cambio en la norma complemento repercuta 

inmediatamente en la norma penal, variando también su sentido. Es por ello que son, afiliándome al 

criterio de KUHL
25

, elementos técnicamente viables para adaptar automáticamente la ley penal a lo 

regulado por otras disposiciones. Son estas remisiones propias de las normas penales en blanco, y a 

través de la misma pueden cumplir debidamente la función que les caracteriza. 

En este particular, merece hacer alusión a la advertencia que ilustra SCHUNEMANN
26

, en el Derecho 

penal alemán, sobre la remisión expresa o tácita a usos, recomendaciones o regulaciones privadas y la 

consecuente afectación a la seguridad jurídica de los ciudadanos, ya que el complemento de la norma 
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penal en blanco no se realiza en este caso por una “fuente jurídica”, en sentido amplio que pueda 

reconducirse a una instancia estatal. 

La cuarta modalidad de remisión, la diseña Mercedes GARCÍA ARÁN
27

 y se denominan: Remisiones 

interpretativas y remisiones en bloque. En las primeras la referencia a la normativa extrapenal obedece 

a necesidades de simplificación de un elemento típico que consta fijado, pero no determinado 

suficientemente, en la propia norma penal. El acudir al complemento que proporciona la disposición a la 

que se dirige la remisión permite, en estos casos, integrar con fines interpretativos un determinado 

término típico. A esta clase de remisiones se asimilan formas de expresión diversas, como: “fuera de los 

casos permitidos por la ley” o “sin autorización”. Por su parte las remisiones en bloque se caracterizan, 

porque la ley penal incluye una referencia a la infracción de normativa extrapenal. Para ello se sirve de 

expresiones como “con infracción de leyes y/o reglamentos” o “contraviniendo lo dispuesto en leyes 

y/o reglamentos”. Esta infracción se incorpora a la norma como un elemento típico más, con lo que, en 

definitiva, la instancia extrapenal adquiere competencia para establecerlo.  

Si bien a las normas penales en blanco se les asigna la función de instrumento para regular materias 

caracterizadas por su dinamismo, no implica que sólo puedan consistir en remisiones en bloque. Ya que 

la contribución de la normativa extrapenal que se precisa en estos casos puede lograrse mediante 

mecanismos diversos, algunos de los cuales permitirían, desde luego ser catalogados como “remisiones 

interpretativas”.  

La modalidad de remisión quinta, depende de que el objeto de la remisión sea más o menos amplio. 

Siendo denominada: remisiones generales y remisiones especiales
28

. En la primera, el legislador 

configura la conducta delictiva mediante una referencia completa y exclusiva a la infracción de 

disposiciones, con lo que cualquier infracción de la normativa extrapenal constituirá, ilícito penal
29

. En 

las segundas se acota el ámbito de la remisión a sólo determinados aspectos del supuesto de hecho. Aquí 

la disposición complemento determina o precisa sólo algunas circunstancias en las que se debe realizar 

la conducta prohibida
30

. Sumándose dentro de ésta modalidad especial, las remisiones que añaden, 
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op.cit.; pp.88-89. 
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 En ésta modalidad la norma penal adopta la fórmula: “quien contravenga la disposición de complemento, será 

castigado….”. IBID. En el Código penal español vigente, en su artículo 361, se ilustra esta modalidad: “Los que expendan o 

despachen medicamentos deteriorados o caducados, o que incumplan las exigencias técnicas relativas a su composición, 

estabilidad y eficacia (….)”.Ley Orgánica No. 5-2010, de 22 de Junio, por la que se modifica la Ley Orgánica No. 10-1995, 

de 23 de Noviembre, Código Penal Español. 
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La fórmula que adopta la norma puede ser: “quien, contra lo dispuesto en la disposición de complemento, haga X, será 

castigado….”. IBID. Ilustrativo es el artículo 277 del Código penal español cuando expone: “Será castigado con las penas de 

prisión de seis meses a dos años y multa de seis a veinticuatro meses, el que intencionadamente haya divulgado la invención 

objeto de una solicitud de patente secreta, en contravención con lo dispuesto en la legislación de patentes, siempre que ello 

sea en perjuicio de la defensa nacional. IBID. 



además, de la composición anterior, una referencia a la afección al bien jurídico protegido o/a algún 

objeto o elemento en el que cabe entender que éste se plasma
31

.  
 

Si bien la primera posibilita la integración de toda la materia de prohibición por una instancia 

extrapenal, no dejan de ser importantes las palabras de DOVAL PAÍS, las cuales suscribo, de “que la 

clases de envíos que ahora parece predominar es la de las remisiones especiales, en las que el papel que 

desempeña la normativa extrapenal en el marco de la ley penal es más limitado”
32

. 

Son estas las modalidades que a mi juicio, apoyado fundamentalmente en los fundamentos avalados por 

Mercedes GARCÍA ARÁN y Antonio DOVAL PAÍS, permiten hacer una selección de los problemas que se 

suscitan en torno a las normas penales en blanco y encauzan su verdadera configuración desde el punto 

de vista funcional. 

La sistemática legislativa penal ha determinado que con reiterada frecuencia una conducta se realice de 

un modo contrario a la normativa extrapenal o complementaria. Ello se visualiza en la descripción 

típica, cuando se emplean fórmulas diversas que se refieren a la desviación de un comportamiento con 

respecto a lo estipulado en otras disposiciones legales. Ejemplo de ello, se observa cuando la conducta 

se realiza: “sin autorización”, “ilegalmente”, “dejando de cumplir los deberes legales”, “faltando a 

los deberes de su cargo”, “sin autorización expresa”, “sin cumplir las formalidades previstas en las 

leyes y reglamentos”, “sin los requisitos establecidos por la legislación vigente”, “fuera de los casos 

permitidos por la Ley”, “en contravención con lo dispuesto en la legislación”, “ilegítimamente”, 

“indebidamente”, entre otras. 

Es indudable que las remisiones referidas indican que debe existir una contrariedad con la norma 

complemento, derivándose de su formulación dos grandes grupos de referencias, que indicados de un 

modo muy sintetizado, serían los siguientes
33

:  

 el de la clase que alude directa o indirectamente a la “infracción” de normas; 

 el de la clase que se refiere a la “ausencia de autorización (o permiso)”. 

El primer grupo se caracteriza por la referencia a la infracción de prohibiciones (u obligaciones), 

establecidas en la norma complemento. Tal contrariedad deberá producirse por la infracción de 

imperativos (de prohibiciones o mandatos), que tendrá lugar tanto cuando la conducta se halle no 

permitida (esté prohibido llevarla a cabo), como cuando no resulte permitida expresamente, debiendo 

estarlo, pues esto significa que en los demás supuestos se encuentra prohibida. Las fórmulas de la clase 

“con infracción” se yuxtaponen a la exigencia de que el comportamiento, además de dar lugar a una 

contravención extrapenal, generalmente, comporte la afección de algún bien jurídico protegido; lo que 
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Aquí la norma penal responde a la forma: “quien, contra lo dispuesto en la disposición de complemento, haga X, y con ello 

afecte [ponga en peligro]… será castigado….”.IBID. Ejemplificativo de lo anterior es el artículo del Código penal alemán: 
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 Comparto en este particular la clasificación que crea Doval País. DOVAL PAÍS, Antonio; Posibilidades y límites para la 

formulación de las normas penales. El caso de las leyes en blanco; op.cit.; pp.173-175. 



se grafica de la siguiente forma: “El que con infracción….., realice X, de modo que afecte (lesione, 

ponga en peligro) al bien jurídico Z……”
34

. 

La referencia a la lesión o puesta en peligro, del bien jurídico, en un determinado marco de actividad 

deja claro el propósito de la norma penal de salvaguardar un cierto objeto y, en consecuencia, su 

pretensión de evitar los ataques dirigidos contra el mismo. 

Participo del criterio de que esta fórmula, empleada por el legislador, no utiliza la “infracción” como un 

elemento necesario desde el punto de vista valorativo, o sea, necesario para consignar el ataque 

antijurídico, sino como un instrumento que es valioso en ciertos casos para limitar la intervención penal 

en la materia. No se trata, siguiendo a DOVAL de que sin tal elemento no fuera posible llegar a 

considerar una conducta disvaliosa, sino de que, seguramente, la única forma de intervenir 

limitativamente en un determinado ámbito, y con ciertas garantías de certeza, es incorporando en la ley 

penal referencias de ésta clase
35

.  

Sumándose a lo anterior el hecho de que este tipo de fórmula, es asimilada por la remisión en bloque
36

, 

toda vez que incorporan como un elemento típico más, la infracción de la normativa extrapenal, de 

modo que hace que se sancione penalmente la desobediencia de ésta última. 

El segundo grupo se caracteriza por el hecho de que solo tiene sentido que la norma complementaria 

establezca requisitos, formalidades y condiciones con respecto a conductas que realizadas de otro modo 

se hallen prohibidas. Suelen encuadrarse en estructuras normativas más simples, generalmente, del tipo: 

“El que sin autorización realice X…”. 

En este tipo de fórmula, el que la conducta no se halle autorizada en el ámbito extrapenal, puede suceder 

en dos distintos supuestos
37

: 

 cuando exista una norma que no permita realizarla, es decir, cuando se halle prohibida; lo que 

constituiría el sentido fuerte de la expresión “no autorizada”; 

 cuando no haya norma alguna que la permita expresamente, es decir que se ignore por completo 

dicha conducta en tal sector normativo; lo que se entendería como el sentido débil de la fórmula “no 

autorizada”.  

En el primer supuesto la realización de la conducta “sin autorización” comportaría necesariamente la 

infracción de normas prohibitivas extrapenales, en el segundo aparentemente no tendría ese significado, 

ya que parece que la conducta descrita en la norma penal podría realizarse sin infracción de norma 

alguna. Es por ello, que DOVAL afirma, de forma resumida, que las fórmulas de la clase “sin 

autorización” podrían llevar a castigar penalmente en estas dos hipótesis: cuando la conducta se hallara 

no permitida (o sea, prohibida) en la normativa extrapenal y cuando no se hallara permitida 

(expresamente). En la primera, el legislador penal incorporaría a la Ley la prohibición extrapenal; pero 

en la segunda podría suponerse que no, porque aparentemente toda la prohibición permanecería en sus 
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manos, ya que el castigo penal no dependería necesariamente de la existencia de una prohibición de la 

conducta en el ámbito extrapenal
38

.  

Con esta fórmula el legislador, también fija la prohibición de una conducta, que se comporta, ilustrando 

con un ejemplo en el Código Penal de Guatemala
39

, de la siguiente manera: se prohíbe el depósito de 

armas o municiones que no sean de uso exclusivo del Ejército, bajo la condicionante de que “no se halle 

autorizado”. La no autorización del depósito, en términos de prohibición, por la instancia extrapenal 

constituirá una condición suficiente para la ilicitud penal de la conducta; dando lugar la autorización 

expresa a su licitud. 
 

Adiciono a lo planteado, que esta modalidad prescinde, generalmente, de referencias expresas a la 

afección del bien jurídico. La razón de que puedan prescindir de tal referencia, compartiendo los 

criterios de DOVAL PAÍS, se halla en que las propias fórmulas de esta clase normalmente expresan por sí 

mismas en qué consiste el injusto típico. Es decir, que la afección al bien jurídico viene configurada en 

estos casos sólo por la “ausencia de autorización”, lo que significa que aquella actividad, prevista en la 

norma penal, realizada “sin autorización”, extrapenal, supone inmediatamente la perturbación del bien 

jurídico. Esto solo es posible porque se concibe el bien jurídico como una categoría normativa 

absolutamente formalizada, completamente dependiente de normas. Debido a esto, la autorización 

aparece concebida en estos supuestos como un fin; de ahí el carácter necesario y, muy probablemente, 

suficiente de la “falta de autorización” para la ilicitud penal de la conducta
40

. 

En esta fórmula, al estar en consonancia con las remisiones interpretativas, la normativa complemento 

es necesaria para interpretar o integrar un elemento típico, pero su cumplimiento no es incorporado 

como un interés añadido al protegido penalmente
41

. 

Como se puede observar, en ambos tipos de fórmulas –“con infracción”, “sin autorización”- el sentido 

prohibitivo de la norma complemento, que emana de la instancia correspondiente, configura una 

condición adicional y completamente relevante para determinar el carácter penalmente ilícito de un 

comportamiento.  

Ante este escenario, que alienta y soporta el dinamismo legislativo, se revitaliza el fenómeno de la 

sucesión de leyes, en todos los ámbitos socio-jurídicos, que es algo que en la actualidad hay que 

ponderar y, me perece, valorar en su justa dimensión. 

No cabe dudas de que, desde el punto de vista jurídico, en materia de sucesión de leyes se abren dos 

espacios importantes para avanzar en una progresiva valoración dogmática con trascendencia legislativa 

y jurisprudencial concretas en las normas penales en blanco: a)análisis de la eficacia de la norma penal 

en blanco en el tiempo, motivado por las consecuencias de la variabilidad de la norma 

complemento(retroactividad o irretroactividad de la norma penal); b) forma de determinación del efecto 

retroactivo. 

Veamos con algún detalle de que se trataría. 
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 Artículo 402: Quienes, sin estar autorizados legalmente, tuvieren o establecieren un depósito de armas o municiones que 
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II. POR LOS SENDEROS DOGMÁTICOS DE LA EFICACIA TEMPORAL DE LAS NORMAS PENALES EN 

BLANCO. 

Una de las primeras cuestiones que hay que poner en claro para desarrollar el tema es que ciertamente, 

como afirma QUIRÓS PÍREZ
42

, analizar la eficacia de la norma penal en blanco en el tiempo ha generado 

determinada complejidad, motivado por las consecuencias de las variaciones (modificativas o 

derogatorias) en la norma complemento, en orden a la eficacia de la ley penal en el tiempo 

(retroactividad o irretroactividad de la norma penal). 

Soy seguidor de la exigencia que el Derecho penal, como ordenamiento protector de bienes jurídicos 

esenciales para la colectividad, exprese en cada momento histórico el orden de valores existentes en una 

sociedad lo que determinada que las normas evolucionen y sean sustituidas al compás de los cambios 

valorativos operados en el seno social, lo que determina la sucesión de leyes
43

. 

Es este contenido material de la sucesión de leyes el que permite explicar el principio de irretroactividad 

de las leyes penales, por el cual éstas no pueden ser aplicadas a hechos anteriores a su promulgación
44

. 

Y permite también explicar la excepción al principio, esto es, la retroactividad de la ley más favorable.  

Esto motivó los tres criterios fundamentales en materia de eficacia de la ley penal en el tiempo, a tenor: 

irretroactividad absoluta, retroactividad absoluta e irretroactividad relativa; identificándome con el 

tercero que es el que acoge la legislación penal cubana
45

, y que comparto en estas líneas. 

El propio desarrollo del Derecho penal ha motivado el debate polémico alrededor del fundamento de la 

irretroactividad de las leyes penales, así como de la excepción: la retroactividad de la ley más favorable 

al encausado
46

. Mostrándome partidario, conjuntamente con la tesis de QUIRÓS PÍREZ
47

, de que el 

principio de irretroactividad de la ley penal se fundamenta en la idea de la seguridad jurídica, garantía 

que se basa no tan solo en exigencias emergentes del Derecho, sino además en necesidades materiales 

ligadas al principio de legalidad de los delitos y las penas
48

. 
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Situado en este plano, surgen dos interrogantes a debatir: ¿Puede aplicarse la nueva norma complemento 

a hechos cometidos con anterioridad a su entrada en vigor?, ¿y con respecto a los hechos enjuiciados 

con anterioridad a su entrada en vigor? 

Para responder estas interrogantes, las soluciones transitan por dos vías. La primera se basa en la no 

aplicación retroactiva de las normas complementos, anclando sus criterios en la irretroactividad 

absoluta de la ley penal
49

.  

La segunda parte de reconocer que la ley extrapenal integra la ley penal, de modo que la alteración de 

la ley extrapenal que beneficia al sujeto debe aplicarse retroactivamente, pues se trata de un caso de 

aplicación retroactiva de ley penal más benigna, que se rige por los principios generales de esa 

retroactividad. Señalándose que cuando la modificación de la ley no penal constituye una verdadera des-

incriminación de una conducta cuya penalización no respondía a circunstancias especiales, esta reforma 

debe beneficiar al sujeto
50

. Pero la cuestión no es tan pacífica
51

, es por ello que siguiendo la línea 

metodológica configurada por SILVA SÁNCHEZ
52

 expondré la secuencia epistémica que argumenta el 

debate que se traba en estos predios. 
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La primera postura, denominada tradicional, se mostraba mayoritariamente contraria a la aplicación 

retroactiva de las modificaciones favorables al reo producidas en las normas penales en blanco a 

consecuencia de una variación en la normativa extrapenal objeto de remisión. Sus principales 

exponentes se encontraban en la Corte di Cassazione Italiana y en la jurisprudencia sentada por el 

Reichsgerichtalemán, seguida por los tribunales inferiores e incluso por algún pronunciamiento inicial 

del Bundesgerichtshof(Tribunal Supremo federal alemán). Los fundamentos de tal criterio se 

enmarcaron en la teoría de las normas de BINDING, y se subdividen en las siguientes vertientes: 

a) La básicamente formalista, que partiendo de la distinción entre normas y leyes penales, plantea 

que la expresión leyes, empleada en el artículo 2 del StGB
53

, para aludir a la aplicación retroactiva, 

debía ser interpretada como alusiva a las “leyes penales”, pero no a las “normas”; en conclusión, sólo 

podría aplicarse retroactivamente una modificación de las leyes favorables al reo, pero no una 

modificación de las “normas”, que como se conocen, según la teoría de BINDING, no pertenecen al 

Derecho penal, sino al Derecho Público general
54

. La “ley” es el total estado jurídico en que descansa la 

punibilidad, en ella se incluyen las disposiciones que complementan a las leyes penales en blanco. Si 

una modificación de las mismas repercute una atenuación, es de aplicación el artículo 2
55

, antes 

mencionado. 

b) La vertiente de índole material, que partiendo de que la esencia del injusto, de modo muy especial 

en las leyes penales en blanco, radica en la desobediencia a la norma, con independencia del contenido 

de la misma, plantea que en éstas, la norma constituida de modo puramente formal, obliga a cumplir lo 

dispuesto en las leyes y reglamentos vigentes sobre una determinada materia, prescindiendo de su 

alcance y contenido concreto. A partir de estas premisas resulta consecuente sostener que las variaciones 

favorables al reo producidas en el contenido de las disposiciones objeto de remisión por la ley penal en 

blanco no dan lugar a una aplicación retroactiva. En efecto, esas variaciones no afectan en nada el juicio 

según el cual se constata que en su momento se infringió la norma (la que prohíbe infringir las leyes y 

reglamentos que disciplinan determinada materia) y que dicha norma continúa inalterada. La cuestión no 

es ya, pues, que con las modificaciones que ahora nos ocupan no se incida sobre la “ley penal” sino 

sobre la “norma”; sucede, más bien, que ni siquiera afectan a la norma, en tanto que puro mandato 

genérico de obediencia, y por ello no hay fundamento alguno para la retroactividad.  

c) Por último, la vertiente de índole jurisprudencial, que toma como punto de partida la 

consideración de que las normas penales no establecen por sí mismas sus “objetos de protección”, sino 

que se limitan a prestar protección penal a bienes jurídicos definidos fuera de las mismas, en otros 

sectores del ordenamiento jurídico. Sentado esto, se considera que el articulo 2 StGB se refiere solo –a 

efectos de su eventual aplicación retroactiva-, a modificaciones favorables de las normas protectoras, 

que son las que merecen realmente el apelativo de “leyes penales”; no, en cambio, a variaciones que 

afecten a la configuración del bien jurídico
56

. 
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La segunda postura, que se ha denominado favorable a la aplicación retroactiva, parte del presupuesto 

que las modificaciones favorables al reo experimentadas por las normas penales en blanco a 

consecuencia de variaciones de las normas extrapenales de complemento, debe tener una aplicación 

retroactiva. Ésta se fue consolidando en la posguerra; y fue avalada por la jurisprudencia alemana, 

italiana y española de esos tiempos. 

La normativa italiana en materia de retroactividad se contiene en los artículos 2.2 y 2.3 del Código 

Penal. El primero dispone que: “nadie puede ser sancionado por un hecho que, según una ley posterior, 

no constituye delito….”, y el segundo, que “si la ley del tiempo en que fue cometido el delito y las 

posteriores son distintas, se aplicará aquélla cuya disposiciones sean más favorables al reo, salvo que 

haya recaído sentencia irrevocable”.  

Por su parte, en la jurisprudencia española, insigne es la Sentencia del Tribunal Supremo, de 26 de 

Septiembre de 1983, donde se exponen las premisas de la postura que es objeto de análisis, a tenor: “por 

ley penal, a efectos del artículo 24 del Código Penal, debe entenderse todo precepto del cual resultan 

consecuencias penales. Por tanto no sólo los que se refieren a la pena o definen figuras concretas del 

delito, sino también los de otras ramas jurídicas que dan contenido a las llamadas leyes penales en 

blanco; son modificaciones extrapenales de la ley penal, pues forman parte del conjunto de presupuestos 

de los que depende la pena. La modificación puede aumentar o restringir el ámbito de la tutela penal, 

dando mayor o menor amplitud al precepto a partir del momento en que la modificación se produce; en 

rigor estamos en presencia de una ley nueva a la que es de aplicación lo prevenido en el artículo 24 del 

Código penal”
57

. 

La tercera postura, se conoce como tesis diferenciadoras
58

, que plantea varias vertientes de solución al 

problema que estoy valorando. 

a) La primera vertiente parte de que el criterio general utilizado para decidir si ha de aplicarse una 

nueva ley penal más favorable ha descansado en la motivación de tal reforma legal, diferenciando si 

obedece a cambios fácticoso a cambios valorativos.Si la reforma legal responde a una transformación 

de circunstancias meramente fácticas no se aplica la ley posterior -ni la penal en blanco ni la extrapenal 

de remisión-, aun cuando sea más favorable. Si la modificación legal -de la norma penal en blanco o de 

la extrapenal de complemento-, se debe a un cambio global de naturaleza axiológica, entonces se daría 

entrada a un análisis de retroactividad más benigna. En la jurisprudencia española, la Sentencia del 

Tribunal Supremo  de 23-4-2004 sostiene que “no cualquier modificación de una norma extrapenal con 

incidencia penal siempre ha de aplicarse cuando pueda ser beneficioso para el reo”; distingue esta 

resolución en la idea del “cambio de valoración” o la modificación legal “por razones de cambio en las 

circunstancias del hecho”. En el caso enjuiciado se discutía la repercusión de la supresión 

administrativa -“nueva situación fáctica”-, de los libros de operaciones al contado, llevados por los 

Agentes de cambio y bolsa, después de la Ley del Mercado de Valores de 28-7-1998, que incorpora 

nuevas normas de llevanza de libros por parte de los mismos a consecuencia de la adaptación del 

sistema de contratación bursátil a las exigencias de la informatización. En este sentido, el delito de 

falsedad documental no se altera a consecuencia de una posible aplicación indiscriminada del principio 
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de retroactividad más favorable, porque la “modificación de la norma extrapenal” no afecta al “núcleo 

del comportamiento delictivo” y, en este caso, la supresión del mencionado libro o su nueva regulación 

no afecta al “núcleo de la conducta falsaria por la que se condenó”, con lo que, en consecuencia no 

cabe aplicar la retroactividad. 

Sin embargo, más recientemente, se ha puesto en cuestión el criterio que atiende al cambio legal 

fácticoversus cambio legal valorativo, cuya validez universal y aplicación automática no puede 

aceptarse para cualquier caso pues, como entiende LASCURAÍN
59

, si no se matiza o desarrolla resulta a 

veces inútil, a veces insatisfactorio para designar qué norma posterior debe aplicarse retroactivamente o, 

lo que es lo mismo, qué norma anterior puede devenir desproporcionada; entre otras razones, porque 

resulta complejo delimitar si una reforma legal se debe a razones fácticas o a razones valorativas, dado 

que normalmente concurren ambas perspectivas. 

Una solución inicial a esta última problemática, a juicio de IGLESIAS RÍO, es la de disponer 

expresamente en las Disposiciones Transitorias de las leyes complementos los efectos retroactivos de la 

legislación
60

.  

Otra a juicio del mentado autor es que únicamente tendrían efecto retroactivo las modificaciones más 

beneficiosas que afecten a la propia institución o a la forma de ataque expresados en el tipo penal que 

implicase una modificación en la valoración de la conducta, o en aquellas situaciones en las que el 

mantenimiento de la sanción anterior más intensa (la vigente en el momento de la realización del delito) 

fuera manifiestamente desproporcionada a la luz de los planteamientos axiológicos del presente. 

Argumentando que lo que sucede en determinados casos, es que el Derecho penal protege ciertos bienes, 

ciertas instituciones, con independencia de su concreta y coyuntural conformación interna, de modo que 

las variaciones de las reglas internas de conformación de la institución afectan a la descripción del 

círculo de comportamientos penalmente prohibidos pero, ya se deban dichas variaciones a factores 

fácticos, ya a factores valorativos, no tienen incidencia alguna en una evaluación del desvalor penal de 
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  En primer lugar, por la dificultad de deslindar lo valorativo de lo fáctico como razón del cambio normativo. Dista de la 

claridad, por ejemplo, qué tipo de razones, fácticas o valorativas, impulsan predominantemente un cambio en la normativa 

tributaria. En segundo lugar, porque desde la perspectiva de proporcionalidad penal elegida sólo nos importan ciertos 

cambios valorativos: sólo aquéllos que inciden de modo directo y relevante en la valoración de la gravedad del hecho, en la 

necesidad de contrarrestarlo con la pena prevista, o en la cantidad o calidad de la pena. LASCURAÍN SÁNCHEZ, Juan Antonio; 

Tres problemas de aplicación del delito fiscal: retroactividad, prescripción y exención de los partícipes por regularización; 

Revista del Consejo General del Poder Judicial, Problemas específicos de la aplicación del Código Penal, Serie: Penal, 

Ponencia, 4/1999, pp. 359-413.  
60

A esta solución se llega partiendo del debate de si la modificación penal de las cuantías de los delitos contra la Hacienda 

Pública y la Seguridad Social o de la propia Ley General Tributaria, en España, se debe a cambios esencialmente fácticos o a 

cambios valorativos. Señalando éste autor que en los últimos tiempos, las Exposiciones de Motivos no resultan muy 

clarificadoras ni el nivel de los debates parlamentarios suele ser más ilustrativo. Desde luego, con el límite constitucional de 

no restringir derechos individuales, el art. 2.3 del Código Civil y el art. 9.3 CE conceden un amplio margen de libertad al 

legislador para otorgar efectos retroactivos a las normas. Por eso, a fin de evitar incertidumbres y discusiones interpretativas, 

sería conveniente que estas cuestiones fueran resueltas expresamente en las Disposiciones Transitorias de cada modificación 

legislativa; esta solución ideal, conforme al principio de seguridad jurídica, contribuiría a solucionar esta “importante 

parcela de indefinición” que acompaña al conflicto de normas en el tiempo respecto de los posibles y concretos efectos 

retroactivos de la legislación. IGLESIAS DEL RÍO, Miguel; Algunas reflexiones sobre la retro-irretroactividad de la ley penal. 

A propósito de las últimas reformas del Código Penal; op. cit.; p. 16. 



comportamientos que se quedan en la puerta de la institución, que reparan sólo en el daño a la 

institución, tenga ésta una u otra configuración
61

. 

b) La segunda vertiente es la ofrecida por RODRÍGUEZ MOURULLO
62

 y SILVA SÁNCHEZ, que partiendo 

de un análisis del artículo 24 del antiguo Código penal español, hoy artículo 2.2 del vigente Código 

penal, donde aparentemente no hay excepciones a la retroactividad de la ley penal posterior más 

benigna, con independencia de que los cambios fueran impulsados por razones fácticas o valorativas, 

previnieron sobre la necesidad de realizar una interpretación de acuerdo con el método de restricción 

teleológica, destinada a alcanzar soluciones más satisfactorias que las formalistas.   

De seguir, esta orientación hermenéutica, el criterio directriz clásico que juega con la contraposición de 

lo fáctico frente a lo valorativo, ha de ceder protagonismo en ciertas hipótesis a un parámetro distinto de 

enjuiciamiento: el del cambio de la valoración penal del mismo hecho desde la perspectiva del bien 

jurídico que se quiere proteger y de los ataques relevantes que se consideran intolerablemente lesivos 

contra éste, proceda de una modificación directamente de la ley penal o de la normativa extrapenal de 

reenvío y responda a una variación predominantemente axiológica o a una variación predominantemente 
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RODRÍGUEZ MOURULLO, Gonzalo; Derecho Penal. Parte General;op.cit.; pp. 137-138.  



fáctica. Es decir, que si subsiste la necesidad político-criminal de continuar manteniendo la pena 

originaria, la prevista en el momento de la comisión del hecho, no está justificado aplicar con carácter 

retroactivo la ley penal posterior más benigna, porque no se ha modificado la valoración jurídica actual 

de lo que es penalmente injusto y, en el presente, la respuesta penal anterior se considera aún razonable 

y proporcionada, siendo además que dada la importancia del bien jurídico, el hecho y la forma de ataque 

puede seguir contemplándose como lesivo o peligroso para el bien jurídico protegido. En estos casos no 

estaríamos ante una genuina sucesión de leyes en el sentido que planteamos, sino de lo que podríamos 

denominar “sucesión de leyes temporales” que no trazan la necesidad de aplicar retroactivamente la 

nueva norma más favorable. 

Indudablemente el problema se centra en valorar si el cambio de la normativa de remisión, al integrarse 

en la norma penal, muestra un cambio valorativo relevante en la perspectiva penal
63

. Dicho con menor 

abstracción: si con nuestros criterios valorativos de hoy respecto a la punibilidad del hecho y a la 

medida de la punibilidad sigue teniendo sentido aplicar la norma del momento de la comisión, porque 

no es desproporcionada y porque es necesaria para la protección del bien jurídico respecto a 

determinado tipo de ataques, o si, por el contrario, dicha aplicación es, en sí o en su dureza, 

desproporcionada e innecesaria con las pautas valorativas con las que contamos en el momento del 

juicio, lo que hace que tengamos que aplicar la nueva norma, a la vez más favorable para el reo y 

satisfactoria para solventar el conflicto suscitado.Tal y como nos diceJAKOBS
64

: de lo que se trata es de 

comprobar, con nuestra concepción actual de lo que es penalmente injusto, "la presencia de injusto en el 

momento del hecho". 

En la concepción de este autor lo decisivo para calibrar dicha presencia será la función que desempeñe 

la norma penal en blanco: asegurar la obediencia de la norma complementaria, en cuyo caso habría que 

aplicar la norma posterior favorable (por ejemplo, si la prohibición se deroga); o asegurar el efecto de 

regulación que persigue la norma complementaria, en cuyo caso, aunque la formación del concreto 

efecto de regulación se excluya posteriormente (por ejemplo, la preferencia de paso de los que circulan 

por la derecha), permanecen los efectos antiguos, por lo que carece de sentido la retroactividad
65

. 

Similar es la opinión de RUDOLPHI
66

, que distingue también entre normas penales cuya tarea consista en 

asegurar los mandatos y prohibiciones contenidos en la normativa extrapenal, y normas penales que se 

anudan a un efecto de regulación de la norma extrapenal: que, por ejemplo, se limitan a proteger un bien 
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jurídico constituido por su relación con dicha normativa. Sólo las primeras serían susceptibles de 

aplicación retroactiva favorable.  

En relación con estas concepciones resulta de sumo interés la distinción que propone GARCÍA ARÁN 

entre remisión en bloque -"aquella en la que la infracción de la normativa extrapenal se convierte en un 

elemento típico"-, y remisión interpretativa -"la normativa extrapenal es necesaria para interpretar o 

integrar un elemento típico": "en la remisión en bloque se deja el establecimiento de uno de los 

elementos típicos a la norma extrapenal, mientras que en la remisión interpretativa el elemento típico lo 

establece el legislador, pero la precisión de su sentido necesita del recurso a la norma extrapenal". 

Preguntémonos ahora cuál es la posición cubana al respecto. 

III. LA REALIDAD JURÍDICA PENAL CUBANA: UNA REFUNDAMENTACIÓN VALORATIVA DE LA SUCESIÓN 

DE LEYES EN LAS NORMAS PENALES EN BLANCO. 

En nuestra legislación penal la vigencia de las leyes penales en el tiempo se halla presidida por el 

principio de irretroactividad
67

, lo que responde a las innegables exigencias de seguridad jurídica y 

garantía de los derechos individuales
68

, que se verían afectados si el sujeto pudiera ser sancionado por 

una ley que no pudo tener en cuenta en el momento de realización del hecho. A lo que se une el sentido 

de motivación del sujeto en el momento del hecho, pues resulta obvio que el sujeto no puede motivarse 

por una ley que todavía no existía o, en todo caso, no en esa configuración, al iniciarse la comisión del 

delito. Este principio cuenta con una significativa excepción: la aplicación retroactiva de las 

disposiciones favorables al encausado o sancionado
69

, incluso con rango constitucional
70

. 

Pese a la aparente claridad de los anteriores enunciados normativos, se suscitan interrogantes en la 

doctrina y práctica judicial cubanas, referidas a la aplicación de los mismos cuando estamos en 

presencia de una norma penal en blanco, cuya característica más significativa es que la norma 

complementaria pueda sufrir modificación y el Código penal quedarse intacto, o sea, se da la posibilidad 

de que, sin una variación formal, aparente, de los términos del tipo penal, su contenido resulte 

modificado, bien en términos restrictivos,  bien en términos ampliatorios, por la normativa 

complementaria. 

Las dudas se concentran en dos aspectos: 

1. Una modificación de la normativa complementaria que amplíe el ámbito de la responsabilidad 

penal, puede aplicarse a hechos cometidos con anterioridad a la misma. 

2. Una modificación que restrinja el ámbito de lo punible puede aplicarse a hechos cometidos, e 

incluso enjuiciados, con anterioridad a su producción. 

Ambas interrogantes se refieren a posibles modificaciones en la norma extrapenal, no a aspectos del tipo 

penal propiamente, en el que está claro rige el principio de la irretroactividad penal, o en el caso 

procedente su excepción. 

                                                 
67

 Artículo 3.1: “La ley penal aplicable es la vigente en el momento de la comisión del acto punible”. Código Penal vigente. 
68

QUIRÓS PÍREZ, Renén; Manual de Derecho Penal, I; op.cit.; p. 43. 
69

 Artículo 3.2: “(….), la nueva ley es aplicable al delito cometido con anterioridad a su vigencia si es más favorable al 

encausado”. Código Penal vigente. 
70

 Artículo 61: “Las leyes penales tienen efecto retroactivo cuando sean favorables al encausado o sancionado”. Constitución 

de la República de Cuba, 1976. 



Sobre la primera interrogante, la doctrina y práctica judicial cubanas, no muestran discusión, toda vez 

que las modificaciones en las normas complementarias que tengan un sentido ampliatorio de la 

punibilidad no son aplicables retroactivamente. Opera aquí el principio de irretroactividad penal. 

El verdadero debate se suscita en la segunda interrogante, o sea, cuando la norma extrapenal ha sufrido 

variaciones. 

En relación con éste tema, QUIRÓS PÍREZ
71

, reconoce con certeza que es un tema complejo, destacando 

que un amplio sector doctrinal, con el cual no coincide
72

, partiendo, que si bien la norma complemento 

integra la norma penal, las modificaciones originadas en la primera han de entenderse comprendidas 

dentro del principio de la retroactividad de la ley más favorable; tomándose en cuenta, en este caso, la 

disposición complementaria, que integrada a la norma penal, debe valorarse su favorabilidad o no para 

el encausado o sancionado. 

Este último autor, mantiene una postura contraria a la aplicación retroactiva de las modificaciones 

favorables al encausado producidas en las normas penales en blanco a consecuencia de una variación de 

la normativa complemento objeto de remisión, alegando que solo podría aceptarse como válido para 

ocasionar un cambio en la norma penal, la modificación que se produjera en la propia norma penal, por 

la función que la misma cumple dentro del sistema jurídico.
73

 

Esta postura
74

  avalada por algunos de los juristas encuestados, sobre todo en los delitos en Ocasión de 

Conducir vehículos por las vías públicas, cuya configuración remite a la legislación sobre Vialidad y 

Tránsito, ahora Seguridad Vial, defiende el criterio de la aplicación del principio de irretroactividad 

penal. Lo anterior se confirma, por el hecho de que la esencia de los ilícitos penales, configurados como 

normas penales en blanco, radica en la desobediencia a la norma extrapenal, ya que hay que cumplir lo 

dispuesto en leyes o reglamentos vigentes sobre una determinada materia. Siendo así, se sostiene que las 

variaciones favorables al encausado o sancionado, producidas en el contenido de las normas objeto de 

remisión no dan lugar a la aplicación retroactiva de la ley penal, toda vez que esas variaciones no 

afectan en nada el juicio según el cual se constata en su momento se infringió la norma  penal. 

En mi opinión y partiendo de los argumentos analizados en relación a la temática, debemos partir del 

fundamento de que la norma penal en blanco es una modalidad técnica legislativa de creación de tipos 

penales, y que en base a ello cumple la función de ser un instrumento flexible para la actualización de 

forma acompasada de nuevas situaciones normativas, a través de la norma extrapenal o complementaria. 

Es por ello que se debe tener muy en cuenta la forma de remisión que la misma adopta, porque en base a 

ello, y conjuntamente con los fundamentos de las tesis diferenciadoras, se optará por aplicar o no el 

principio de irretroactividad penal y su excepción en la realidad cubana.  

Tomando como base lo anterior, considero que si la remisión es en bloque, o sea adopta la fórmula “con 

infracción”, y es al propio tiempo dinámica y general, se debe realizar la integración de la norma 

complemento con la norma penal y proseguir a valorar si la norma penal ya integrada es o no favorable 
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para el encausado o procesado. Dos, entonces, son las soluciones que se ofrecen, la primera es que la 

valoración, siguiendo la sistemática que adopta nuestra legislación penal vigente
75

, deben hacerla los 

Tribunales en el análisis particularizado del asunto en cuestión, porque, según las consideraciones de 

QUIRÓS PÍREZ
76

, establecer una reglamentación al respecto, siempre correría el riesgo de no abarcar la 

totalidad de las situaciones que pueden ocurrir.  

La segunda, que es la que defiendo, parte de que la valoración debe nacer del fundamento que debe ser 

un cambio valorativo trascendente en sede penal, y en este tipo de remisión lo que se persigue es la 

obediencia de la norma complemento, por lo que ante un cambio fáctico en la norma complemento no se 

debe aplicar la excepción cuando se produce la integración, ya que pese al cambio normativo producido, 

continúa cumpliendo perfectamente sus fines preventivos la sanción penal impuesta a un sujeto que, en 

un momento en que determinados bienes jurídicos se hallaban especialmente expuestos al riesgo, realizó 

una conducta de puesta en peligro relevante de los mismos que todavía hoy se pretende evitar, o sea, el 

comportamiento continua estando desvalorado y todo abona la permanencia de la sanción penal. Estos 

argumentos  son válidos para justificar la no aplicación retroactiva de la norma complemento en el 

siguiente supuesto: Un sujeto X, realiza una conducta infractora de las normas del tránsito, consistente 

en exceder los límites de velocidad establecidos para una vía (60 km/h), conforme se regula en la 

legislación de tránsito, circulando a 70 km/h, provocando con su actuar un delito Y en ocasión de 

conducir vehículos por las Vías Públicas, pero antes de ser juzgado la normativa de tránsito es 

modificada estableciéndose que el límite de velocidad para esa misma vía será de 80 km/h. En tal 

sentido: ¿habrá que aplicar retroactivamente esa modificación en la norma complemento, de modo que 

se valore la conducta del sujeto conforme a dicha norma? Los argumentos ya están ofrecidos. 

Ahora bien, partiendo de éste tipo de remisión, si el cambio es valorativo, es consecuente aplicar la 

retroactividad de la ley más favorable, en primer lugar porque su fundamento es de justicia, y la 

modificación de la ley es signo de un cambio valorativo operado en el ordenamiento jurídico, por lo que 

mantener a ultranza la irretroactividad equivaldría a condenar al autor de acuerdo con una concepción 

más severa que el propio ordenamiento jurídico repudio y la ley ya no profesa, vulnerándose la justicia 

material y el principio de proporcionalidad o prohibición de exceso
77

. 

Si la remisión es igualmente en bloque, pero es estática y especial, rige el principio de irretroactividad 

penal, porque la esencia de éste tipo de remisión es asegurar el efecto de regulación que persigue la 

norma complementaria, por lo que su observación deviene obligatoria. 

Por otra parte, si la remisión es interpretativa, o sea adopta la fórmula “ausencia de autorización”, se 

debe partir de la consideración que se produce una integración de normas prohibitivas y normas 

permisivas en el tipo penal, o sea, el elemento típico –ausencia de autorización-, está establecido por el 

legislador penal, delimitándose a partir de lo que en ejercicio de su función de tutela de determinados 

intereses,  se ha autorizado. En tal sentido, si la norma complementaria se modifica, declarándose la 

autorización del comportamiento, de modo que resulte beneficiosa para el encausado, una vez integrada 
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a la norma penal, se debe aplicar la retroactividad de la norma penal. Ello obedece a dos razones 

fundamentales, en primer lugar al hecho de que el fundamento de éste tipo de remisión radica en que el 

legislador penal, con el mismo, excluye del ilícito penal aquello que la Administración autoriza en la 

norma complementaria; y en segundo lugar, si la nueva norma complementaria, decide autorizar el 

comportamiento, por razones de política criminal no resulta adecuado sancionar una conducta que está 

autorizada administrativamente. 

Para sintetizar lo que se ha dicho hasta ahora se puede afirmar, tomando como pilares fundamentales los 

siguientes presupuestos, que determinan una refundamentación valorativa de la sucesión de leyes en las 

normas penales en blanco en Cuba, lo siguiente: 

A. En materia de eficacia de la ley penal en el tiempo: 

 Se debe partir de que la norma penal en blanco cumple la función de ser un instrumento flexible 

para la actualización de forma acompasada de nuevas situaciones normativas, a través de la norma 

extrapenal o complementaria, y en tal sentido realizar la integración de la norma complemento con la 

norma penal en blanco. 

 Tomando en cuenta la forma de remisión que la misma emplee en su configuración se realizará el 

siguiente análisis: 

 Si la remisión es en bloque, o sea adopta la fórmula “con infracción”, y es al propio tiempo 

dinámica y general, se debe realizar la integración de la norma complemento con la norma penal y 

proseguir a valorar si la norma penal ya integrada es o no favorable para el encausado o procesado.  

 Variante Uno: La valoración, deben hacerla los Tribunales en el análisis particularizado del 

asunto en cuestión, basados en la totalidad de la norma penal integrada, en sus elementos constitutivos, 

las circunstancias de la infracción y otros elementos concurrentes. 

 Variante Dos: Tomando como premisa que la valoración debe nacer del fundamento que debe ser 

un cambio valorativo trascendente en sede penal, y en este tipo de remisión lo que se persigue es la 

obediencia de la norma complemento, ante un cambio fáctico en la norma complemento no se debe 

aplicar la excepción cuando se produce la integración, ya que pese al cambio normativo producido, 

continúa cumpliendo perfectamente sus fines preventivos la sanción penal impuesta a un sujeto que, en 

un momento en que determinados bienes jurídicos se hallaban especialmente expuestos al riesgo, realizó 

una conducta de puesta en peligro relevante de los mismos que todavía hoy se pretende evitar, o sea, el 

comportamiento continua estando desvalorado y todo abona la permanencia de la sanción penal.  

Si el cambio es valorativo, es consecuente aplicar la retroactividad de la ley más favorable, en primer 

lugar porque su fundamento es de justicia, y la modificación de la ley es signo de un cambio valorativo 

operado en el ordenamiento jurídico, por lo que mantener a ultranza la irretroactividad equivaldría a 

condenar al autor de acuerdo con una concepción más severa que el propio ordenamiento jurídico 

repudio y la ley ya no profesa, vulnerándose la justicia material. 

 Si la remisión es igualmente en bloque, pero es estática y especial, rige el principio de 

irretroactividad penal, porque la esencia de éste tipo de remisión es asegurar el efecto de regulación que 

persigue la norma complementaria, por lo que su observación deviene obligatoria. 

 Si la remisión es interpretativa, o sea adopta la fórmula “ausencia de autorización”, se debe partir 

de la consideración que se produce una integración de normas prohibitivas y normas permisivas en el 

tipo penal. En tal sentido, si la norma complementaria se modifica, declarándose la autorización del 



comportamiento, de modo que resulte beneficiosa para el encausado, una vez integrada a la norma 

penal, se debe aplicar la retroactividad de la norma penal. 

V. EPÍLOGO. 

Al concluir, me doy cuenta de que dejo innumerables puntos polémicos alrededor del tema, es 

comprensible que el Derecho penal ha pasado de un Derecho Penal de garantías a un Derecho penal del 

sistema, y coincidimos con Borja Jiménez
78

, en que ya nadie nos entiende, y pervertimos los 

fundamentos y la propia razón de ser de la elaboración teórica del marco punitivo. Mi tesis es que el 

vasto territorio de lo que es controvertido y de lo que opinable, que así se presenta en toda su magnitud, 

no se parece a la noche en la cual todos los gatos son pardos
79

: existen cuestiones más o menos 

controvertidas, más o menos opinables. Existe un espacio para la argumentación racional.En tal sentido 

se impone que los cambios que hoy asume el Derecho penal y que evidentemente nos crean zonas 

polémicas en los predios de la dogmática jurídico penal sean asumidos por nosotros los penalistas de la 

sociedad contemporánea, con una óptica de legalidad. 
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